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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
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Sentencia de Segunda Instancia, jueves 9 de mayo de 2019

Radicación No:
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Francisco de Jesús Melchor Morales

Demandado:

Colpensiones 
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TEMAS:
PENSIÓN DE INVALIDEZ / RECONOCIDA POR APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE LA CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA / RETROACTIVO PENSIONAL / DEBE PAGARSE DESDE LA FECHA DE ESTRUCTURACIÓN / COSTAS / NO HAY LUGAR A IMPONERLAS CUANDO EL DERECHO SE CONCEDIÓ POR UNA INTERPRETACIÓN JUDICIAL FAVORABLE DE LA LEY.
… para resolver el asunto, es preciso echar mano del artículo 40 de la Ley 100 de 1993, encargado de establecer el monto de la pensión de invalidez, y que regula en su inciso final lo tocante a la fecha desde la cual se debe comenzar a pagar esta prestación, con el siguiente tenor: “La pensión de invalidez se reconocerá a solicitud de parte interesada y comenzará a pagarse, en forma retroactiva, desde la fecha en que se produzca tal estado”…
De la norma, se desprende de manera clara y sin ambages, que la pensión de invalidez debe pagarse –como regla general- desde el momento en que se estructuró la invalidez, aunque ello debe interpretarse de conformidad con el artículo 3º del Decreto 917 de 1999…, que establece que mientras se esté recibiendo subsidio de incapacidad no se podrá recibir la pensión de invalidez…
… indistintamente del origen principalístico de la prestación, el disfrute de la misma sigue el curso trazado en la norma, esto es, nacer desde el mismo momento en que se estructuró la invalidez. Ahora, tal consecuencia no podrá aplicarse al caso puntual,  amén que la falladora de primer grado se apoyó en la Sentencia SU-005 de 2018, que se refirió al tema de la pensión de sobrevivientes, no de invalidez, para fijar el disfrute al momento de la presentación de la acción de amparo constitucional…
… en lo tocante a la no condena en costas, es necesario partir por recordar que el artículo 365 del CGP, aplicable analógicamente en materia laboral, establece en su numeral 1º que “Se condenará en costas a la parte vencida en el proceso…”, regla genérica que permite evidenciar que, por regla general, en todos los procesos en los que haya controversia entre las partes, la vencida será la encargada de pagar las costas del proceso. No obstante lo anterior, tal regla no es inflexible, puesto que existen eventos en los que es posible evidenciar la no necesidad de la condena en costas. En efecto, esta Sala ha sido del criterio de que en los eventos en los que la prestación principal proviene del ejercicio hermenéutico de los jueces, frente a los postulados legales y constitucionales, la entidad no debe ser condena en costas, por la sencilla razón de que su negativa obedeció a la interpretación de la norma de manera acertada y coherente, solo que distante a aquel ejercicio judicial que, con posterioridad, establece la existencia del derecho bajo postulados como los abarcados en este pronunciamiento.
SALVAMENTO DE VOTO: DOCTORA OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

En otros asuntos he considerado, tras seguir los lineamientos de la CSJ en su SCL, que la aplicación del principio de la condición más beneficiosa para el reconocimiento de pensiones de invalidez, se encuentra limitado en el tiempo, pues su finalidad es la de proteger a aquellas personas que tenían una situación jurídica concreta al momento de presentarse el cambio legislativo, entendida esta como la acumulación de las semanas necesarias para acceder a la prestación; por lo que se les permite que en vigencia de la Ley 860 de 2003 acrediten los requisitos de la Ley 100 de 1993 original, pero, siempre y cuando la contingencia -invalidez-, se presente dentro de los 3 años siguientes a la entrada en vigencia de aquella ley, esto es, del 26-12-2003 y el 26-12-2006.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL

AUDIENCIA PÚBLICA:

En Pereira, a los nueve (9) días del mes de mayo de dos mil diecinueve (2019), siendo las dos de la tarde (2.00 p.m.), reunidos en la Sala de Audiencia los magistrados de la Sala Cuarta de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, el ponente declara abierto el acto, que tiene por objeto resolver el recurso de apelación propuesto por el portavoz judicial de la parte actora y el grado jurisdiccional de consulta  de la sentencia dictada el 29 de junio de 2018 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de esta ciudad, dentro del proceso Ordinario Laboral que Francisco de Jesús Melchor Morales adelanta contra la Administradora Colombiana de Pensiones –Colpensiones. 
IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

ANTECEDENTES
Depreca el actor que se declare que tiene derecho a que la entidad demandada le reconozca y pague el retroactivo de la pensión de invalidez a partir del 24 de febrero de 2014, calenda de su estructuración y hasta el 01 de julio de 2016, fecha en que se empezó a pagar la prestación pensional. En consecuencia, pide que se condene a la demandada a reconocer y pagar el respectivo retroactivo pensional con los intereses moratorios y las costas del proceso.

Para así pedir, relata que viene padeciendo de múltiples problemas de salud, que por ese motivo se le calificó la pérdida de capacidad laboral en un 67,8% estructurada el 24 de febrero de 2014, que elevó solicitud de reconocimiento pensional el 6 de febrero de 2015, que mediante acto administrativo del 03 de julio de 2015 se le dio respuesta negativa al pedido, que se vio en la necesidad de iniciar acción de tutela para lograr el reconocimiento pensional, con fundamento en el principio de la condición más beneficiosa y en aplicación del Acuerdo 049 de 1990, que el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda dispuso la protección definitiva del derecho constitucional y ordenó el reconocimiento de la pensión de invalidez, que Colpensiones dio cumplimiento a dicha orden mediante Resolución GNR 167510 del 09 de junio de 2016, con efectos a partir del 01 de julio de 2016 sin reconocer retroactivo pensional, siendo confirmada la misma, a pesar de los recursos propuestos.

Admitida la demanda se dio traslado de la misma a la entidad demandada, la que se pronunció aceptando la totalidad de los hechos de la demanda, no obstante lo anterior se opuso a las pretensiones de la demanda y excepcionó de fondo “Cosa juzgada”, “Inexistencia de la obligación demandada” y “Prescripción”.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA.
La Jueza a-quo accedió parcialmente a las pretensiones, declarando que el Actor tenía derecho a la prestación pensional desde el 7 de abril de 2016 e imponiendo a cargo de Colpensiones la condena correspondiente a las mesadas causadas entre esa calenda y la del pago efectivo.

Para arribar a esa conclusión, encontró -en primera medida- la falladora a quo, que si bien entre las partes hubo un litigio anterior, en el que se discutió el reconocimiento de la pensión de invalidez, lo cierto es que el asunto acá planteado es diverso a aquel, pues en el presente litigio ya obra el reconocimiento pensional, por lo que no opera la cosa juzgada.

Respecto a la fecha de disfrute de la prestación, encuentra que de conformidad con la Ley 100 de 1993, en principio sería la fecha de estructuración de la invalidez, salvo que la persona estuviere devengando subsidio por incapacidad, evento en el que la prestación se debe reconocer desde el día siguiente a la última incapacidad reconocida. Sin embargo, atendiendo que el reconocimiento de esta prestación pensional se dio en aplicación del principio de la condición más beneficiosa, estimó necesario tomar en consideración el precedente constitucional fijado por la Corte Constitucional en sentencia de unificación 005 de 2018, en el que se indicó que las prestaciones reconocidas en sede de tutela y al amparo de tal principio se deben empezar a pagar a partir de la presentación de la acción constitucional, que en este caso lo fue el 7 de abril de 2016.

Absuelve de costas procesales, atendiendo que la decisión de Colpensiones estaba ajustada a derecho y únicamente por vía de interpretación jurisprudencial se logró el reconocimiento de la prestación.

APELACIÓN Y CONSULTA
El togado que representa los intereses de la parte actor estuvo inconforme con parte del fallo, por lo que se alzó contra el mismo. Su disenso, que se limitó a la no condena en costas, estriba en que al tenor de la legislación procesal, siempre que una parte es vencida hay lugar a imponer condena en costas, que fue lo que precisamente pasó en este caso.

Como la decisión resultó desfavorable a Colpensiones, entidad en la que es garante la Nación, se dispuso su consulta, conforme al canon 69 del CPLSS.

ALEGATOS EN ESTA INSTANCIA:

En este estado de la diligencia y antes de que la Colegiatura, proceda a decidir lo de su competencia, se corre traslado por el término de 8 minutos, a cada uno de los voceros judiciales de las partes asistentes a la audiencia, empezando por la parte demandante (art. 66 A CPLSS.).

Escuchadas las anteriores intervenciones que en síntesis reflejan los puntos debatidos por los integrantes de la Sala, se procede a decidir lo que corresponda, previas las siguientes:
CONSIDERACIONES

Del problema jurídico.

Para desatar tanto el recurso de apelación como el grado jurisdiccional de consulta, la Sala se plantea los siguientes interrogantes:

¿Tiene derecho al reconocimiento retroactivo de la pensión de invalidez el señor Francisco de Jesús Melchor Morales y en caso positivo a partir de cuándo?

¿Debe imponerse objetiva e indefectiblemente condena en costas procesales a cargo de la parte vencida en juicio?

Desenvolvimiento de la problemática planteada

Atendiendo la posibilidad de la ocurrencia de una posible cosa juzgada, como se planteó en la demanda, es necesario que el estudio de la Sala parte por la ocurrencia de tal figura en este caso.
El artículo 303 del CGP, aplicable al caso por remisión analógica al proceso laboral, regula la institución jurídica de la cosa juzgada, como un mecanismo para mantener la seguridad jurídica y evitar la posible ocurrencia de varias decisiones judiciales frente a un mismo objeto litigioso. La norma en comento establece tres aspectos que deben verificarse para determinar la ocurrencia del fenómeno antes descrito: (a) que el proceso verse sobre el mismo objeto, (b) que se funde en iguales circunstancias fácticas y (3) que exista identidad jurídica de partes.

Pues bien, en el caso puntual  se tiene que el 29 de marzo de 2016 se emitió decisión de fondo por parte del Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, en la que se negó el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez, con aplicación en el principio de la condición más beneficiosa, pedida por quien aca funge como demandante y reclamada a quien en esta causa aparece como demandada; así se desprende de los archivos que conforman el expediente administrativo aportado en medio magnético por la entidad demandada al contestar la demanda –fl. 81-. 

Lo anterior, de entrada permite verificar la no ocurrencia del fenómeno de la cosa juzgada, pues el objeto perseguido en este asunto es diverso del que ya decidió la justicia laboral. En efecto, en esta oportunidad se reclama el retroactivo pensional de la prestación que, en virtud de decisión del juez de tutela, se reconoció al señor Melchor Morales, cuando en aquel proceso se reclamaba el reconocimiento de la prestación misma. Por lo tanto, si bien se trata de las mismas partes, no puede predicarse la igualdad de objeto litigioso, razón por la cual, tal como lo coligió la a quo, no ha operado la cosa juzgada.

Superado ese primer punto de análisis, le incumbe a la Sala determinar si el actor tiene derecho al retroactivo reclamado y, en caso positivo, desde qué fecha. 

Pues bien, para resolver el asunto, es preciso echar mano del artículo 40 de la Ley 100 de 1993, encargado de establecer el monto de la pensión de invalidez, y que regula en su inciso final lo tocante a la fecha desde la cual se debe comenzar a pagar esta prestación, con el siguiente tenor: “La pensión de invalidez se reconocerá a solicitud de parte interesada y comenzará a pagarse, en forma retroactiva, desde la fecha en que se produzca tal estado” – Negrillas de la Sala.
De la norma, se desprende de manera clara y sin ambages, que la pensión de invalidez debe pagarse –como regla general- desde el momento en que se estructuró la invalidez, aunque ello, debe interpretarse de conformidad con el artículo 3º del Decreto 917 de 1999 (vigente para el momento de estructuración de la invalidez en el caso puntual), que establece que mientras se esté recibiendo subsidio de incapacidad no se podrá recibir la pensión de invalidez, es decir, que si la persona está percibiendo el aludido subsidio, la calenda desde la cual se disfrutará la pensión de invalidez variará y será la correspondiente al día siguiente al último día de pago de la incapacidad. 

Ahora, entratándose del disfrute de la prestación pensional de invalidez, reconocida en aplicación del principio de la condición más beneficiosa, esta Sala, en su mayoría, ha adoptado la posición asumida por la Sala de Casación Laboral en sede de tutela (STL 4333 de 2018), en la que se indicó que tal situación –el reconocimiento basado en al aludido principio, no variaba la fecha de inicio de pago de la pensión de invalidez. Vale la pena, para un mejor proveer, citar textualmente lo dicho por esa Honorable Corporación:

(…) es la fecha de estructuración de la invalidez la que debe ser tomada como referente para determinar el surgimiento del derecho a la pensión de invalidez y la normatividad que lo regula. 

Lo anterior, independientemente de la fecha en que se promulgue el fallo, por cuanto la condición de invalidez «no se adquiere con la sentencia que declara la existencia del derecho pensional e impone unas específicas y concretas condenas a su deudor, por no ser ella un acto, forma o solemnidad constitutiva del derecho» (sentencia CSJ SL392-2013), por tanto contrario a lo que aduce el Tribunal ya se había producido la causa que daba origen al derecho. 

Aunado a lo anterior, mediante proveído SL12753-2014, radicación n.° 52823, emitido por esta Corporación, en donde se referenció como sustento de la decisión la sentencia «CSJ SL, 2 ago. 2011, rad. 39766, reiterada en CSJ SL 838-2013», se precisó que: 

Así las cosas, y a la luz del criterio trazado, resulta evidente que, si bien es cierto que, en términos legales la actora, no cumplió los requisitos exigidos por la ley bajo la cual se estructuró el estado de invalidez, y se realizó un análisis interpretativo amplio de la norma, y se aplicó la jurisprudencia pertinente al caso, también lo es que el Tribunal se apartó, sin justificación alguna, del precedente sentado por esta Corporación para estos casos especialísimos, lo que conllevó por demás a que conculcara los derechos fundamentales de la accionante quien atraviesa un grave estado de salud”. 

Advierte esta Sala que la presente situación, no puede pasar inadvertida ante lo extraordinario del asunto y por ello, se concederá la tutela […].”

Por ello, estima esta Sala que, indistintamente del origen principalístico de la prestación, el disfrute de la misma sigue el curso trazado en la norma, esto es, nacer desde el mismo momento en que se estructuró la invalidez. Ahora, tal consecuencia no podrá aplicarse al caso puntual,  amén que la falladora de primer grado se apoyó en la Sentencia SU-005 de 2018, que se refirió al tema de la pensión de sobrevivientes, no de invalidez, para fijar el disfrute al momento de la presentación de la acción de amparo constitucional -7 de abril de 2016-, motivo por el cual desde allí impuso la condena por concepto de retroactivo pensional, decisión que no fue objeto de apelación y que, en virtud de la prohibición de desmejorar la condición del beneficiario del grado jurisdiccional de consulta, no puede variarse, aunque sí es menester indicar que el pronunciamiento de la Corte Constitucional citado por la falladora, no resulta aplicable al caso por regular prestaciones diferentes, con contornos fácticos disimiles, tal cual lo dejó sentado en la citada SU-005 de 2018, al definir sus alcances en relación con la SU-442 de 2016, que unificó la posición de ese Tribunal respecto a la pensión de invalidez.

Así las cosas, se deberá mantener la providencia de primer grado, por las razones acá anotadas.
Ya entrando a analizar el motivo de disenso del apelante, en lo tocante a la no condena en costas, es necesario partir por recordar que el artículo 365 del CGP, aplicable analógicamente en materia laboral, establece en su numeral 1º que “Se condenará en costas a la parte vencida en el proceso…”, regla genérica que permite evidenciar que, por regla general, en todos los procesos en los que haya controversia entre las partes, la vencida será la encargada de pagar las costas del proceso. No obstante lo anterior, tal regla no es inflexible, puesto que existen eventos en los que es posible evidenciar la no necesidad de la condena en costas. En efecto, esta Sala ha sido del criterio de que en los eventos en los que la prestación principal proviene del ejercicio hermenéutico de los jueces, frente a los postulados legales y constitucionales, la entidad no debe ser condena en costas, por la sencilla razón de que su negativa obedeció a la interpretación de la norma de manera acertada y coherente, solo que distante a aquel ejercicio judicial que, con posterioridad, establece la existencia del derecho bajo postulados como los abarcados en este pronunciamiento. Por tal razón, en estas oportunidades (v.gr. sentencias del 05 de abril de 2018 rad. 2017-00002 ó 04 de mayo de 2017 rad. 2015-00650), se ha dispuesto la exoneración de las expensas judiciales  a Colpensiones.

Al presentarse en este caso, el reconocimiento de un retroactivo pensional de una prestación de invalidez concedida en aplicación del principio de la condición más beneficiosa, es evidente que el mismo se otorga por el ejercicio de los falladores de instancia, pues la negativa de Colpensiones estaba afincada incluso en interpretación del órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria laboral (ver entre otras Sent.02 de octubre de 2013. Rad. 44.454 Cas. Laboral), motivo por el cual, en el sentir de esta Corporación, se rompe la regla general sobre imposición de costas a la parte vencida y, tal como lo concluyó la a-quo, se debe absolver a la entidad demandada de dicha condena.

Quedan de esta manera resueltos los problemas jurídicos planteados, debiéndose mantener incólume la sentencia de primer grado.

Sin costas en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, el H. Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

1. Confirma la sentencia proferida el 29 de junio de 2018 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de esta ciudad, en el proceso de la referencia.
2. Sin costas en esta instancia. 
NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.

La anterior decisión queda notificada en estrados.

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Magistrado Ponente

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN



OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

      Magistrada






         Magistrada








         Salva voto
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SALVAMENTO  DE VOTO 

Con el debido respeto disiento de la decisión adoptada por la Sala Mayoritaria, en tanto considero debió ser revocada la sentencia objeto de apelación y consulta.

La razón de mi disentimiento estriba en lo siguiente:  

En otros asuntos
 he considerado, tras seguir los lineamientos de la CSJ en su SCL
, que la aplicación del principio de la condición más beneficiosa para el reconocimiento de pensiones de invalidez, se encuentra limitado en el tiempo, pues su finalidad es la de proteger a aquellas personas que tenían una situación jurídica concreta al momento de presentarse el cambio legislativo, entendida esta como la acumulación de las semanas necesarias para acceder a la prestación; por lo que se les permite que en vigencia de la Ley 860 de 2003 acrediten los requisitos de la Ley 100 de 1993 original, pero, siempre y cuando la contingencia -invalidez-, se presente dentro de los 3 años siguientes a la entrada en vigencia de aquella ley, esto es, del 26-12-2003 y el 26-12-2006.

Como en este asunto la invalidez del  afiliado se estructuró el 24/02/2014 por fuera de ese lapso, resulta imperioso colegir que es improcedente la aplicación del principio de la condición más beneficiosa a su favor y, por ende, no tenía derecho al reconocimiento de la prestación.
Por lo tanto, debe tenerse en cuenta que recientemente la SCL de la CSJ en sede de tutela
 en un caso similar al que nos ocupa en cuanto a la aplicación del principio de la condición más beneficiosa en pensión de invalidez en que no se cumplían los requisitos de la Ley 860/2003 pero se encontraron satisfechos por el Juez constitucional los del Acuerdo 049/90, con fundamento en el cual reconoció la pensión a pesar de no ser la norma anterior, indicó que cuando se advierta la improcedencia del derecho invocado en juicio ordinario, pero reconocido primigeniamente en sede constitucional, como sucedió con el actor en virtud de la aplicación del principio de la condición más beneficiosa, no es posible reconocer el retroactivo; lo que conllevaría igualmente a la absolución de la entidad demandada respecto a dicho concepto, por lo que es otra la línea actual de la Sala Laboral de la CSJ, en sede de tutela.

En estos términos dejo sentado mi salvamento de voto. 

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA  
Magistrada

� Rad. 2016-00516-01 Demandante: Ana Mercedes Ramírez Franco vs Colpensiones


� CSJ SCL. Sentencia de 25-01-2017. Radicado 45262. M.P. Fernando Castillo Cadena y Gerardo Botero Zuluaga, SL 11868/17 y 49755 de 09-08-17.


� STL9051 del 27/06/2018, M.P. Rigoberto Echeverri Bueno
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